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León, Guanajuato, a 29 veintinueve de junio de 2012 dos mil doce. . . . . . 
V i s t o s para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 174/2011-JN, promovido por la ciudadana Florina Vázquez León; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que la actora afirma, tuvo conocimiento de los actos impugnados; lo que fue el 23 veintitrés de marzo del año 2011 dos mil once, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el mandamiento de embargo del crédito fiscal número 1002227 (uno-cero-cero-dos-dos-dos-siete) y el acta de embargo levantada el día 23 veintitrés de marzo del año próximo pasado; se encuentra acreditada con la copia al carbón de los documentos que los contienen y su copia certificada, los que ofrecidos y admitidos como prueba, tanto al actor como a las demandadas (visible en autos, en copia certificadas, a fojas 18 dieciocho y 19 diecinueve y 43 cuarenta y tres y 44 cuarenta y cuatro), merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto
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en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser documentos públicos expedido por servidores públicos demandados en ejercicio de sus funciones. . . . 

Respecto de los actos impugnados consistentes en los actos de ejecución que se deriven del mandamiento y acta de embargo antes señalados, no se acredita su existencia, pues no obran en autos ni se aportaron, por ninguna de las partes, los documentos en los que consten tales actos o se desprenda su existencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por la parte actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 10 diez de marzo del 2011 dos mil once, la Directora General de Ingresos emitió, a cargo de la justiciable, el mandamiento de embargo del crédito número 1002227 (uno-cero-cero-dos-dos-dos-siete); por un monto de $10,196.78 (Diez mil ciento noventa y seis pesos 78/100 moneda nacional). . . . . 


Que en cumplimiento al mandamiento antes citado, con fecha 23 veintitrés de ese mismo mes y año, la Ministro Ejecutor Paola Patricia Valencia Cervantes, practicó diligencia de embargo, recayendo este sobre el inmueble marcado con el número 303 trescientos tres, de la calle Fuerte de Alfaro, colonia Villa Insurgentes de esta ciudad, levantándose al efecto, el acta de embargo correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Mandamiento y acta de embargo que la impetrante del proceso considera ilegales por no reunir los requisitos de motivación y fundamentación; que no fueron llevados a cabo conforme el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, que se dejaron espacios en blanco en el mandamiento impugnado, los que fueron llenados posteriormente con el nombre de la Ministro Ejecutor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo expresado por la justiciable, las autoridades enjuiciadas expusieron que se siguieron las formalidades establecidas en la Ley; que previo al mandamiento de ejecución ya se había notificado el documento determinante del crédito fiscal y requerido su pago; que tales actos están fundados y motivados; y, que los actos administrativos se presumen legales, aportando la Directora General de Ingresos, a fin de acreditar lo anterior, el documento determinante del crédito fiscal número 1002227 (uno-cero-cero-dos-dos-dos-siete) de fecha 10 diez de enero de 2011 dos mil once; su requerimiento de pago y los citatorios respectivos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Constituyendo todo lo antepuesto, los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento que para el proceso administrativo se prevén en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .  

En la especie, en la presente causa administrativa, las autoridades demandadas no hicieron valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; sin embargo, de oficio, por tratarse se una cuestión de orden público, este Juzgador estima que respecto de los actos de ejecución que se deriven del mandamiento y acta de embargo impugnados, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del señalado Código de la materia, en razón de que dichos actos son inexistentes. . .  . . . . . . . . . . . . . .
En efecto, del análisis de las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial de los documentos donde constan los actos impugnados y de los aportados por las autoridades demandadas al contestar la demanda, deriva claramente la circunstancia de la inexistencia de actos de ejecución que sean posteriores, en forma concreta, al embargo practicado el día 23 veintitrés de marzo de 2011 dos mil once; amén de que la actora no precisa a que actos en específico se refiere, pues hace referencia a los mismos como actos futuros, siendo que en materia contenciosa administrativa, rige el principio de la decisión previa; esto es, que no es jurídicamente posible impugnar actos futuros, sino que solamente pueden impugnarse aquellos actos que hayan sido efectivamente emitidos por la autoridad; de ahí que se considere que son inexistentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo anterior, al actualizarse la causal de improcedencia señalada, con sustento en lo establecido en la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede sobreseer el presente proceso, respecto de los actos de ejecución que se deriven del mandamiento de embargo de fecha 10 diez de marzo de 2011 dos mil once y del acta de embargo fechada el día 23 veintitrés del mismo mes y año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Continuando con el análisis oficioso de la causales de improcedencia y sobreseimiento; este Juzgador valora que no se actualiza alguna que impida el estudio del fondo del negocio, en relación a los actos combatidos, consistentes en el mandamiento de embargo número de crédito 1002227 (uno-cero-cero-dos-dos-dos-siete), de fecha 10 diez de marzo del 2011 dos mil once, por la cantidad de $10,196.78 (Diez mil ciento noventa y seis pesos 78/100 moneda nacional); el acta de embargo practicada el día 23 veintitrés de marzo del mismo 
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año, por lo que en consecuencia, respecto de los mismos, es procedente el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación pronunciados por la actora en su demanda; debiéndose destacar que, en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia y aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria, éste Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación orientados a declarar la nulidad total de los actos impugnados, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para la justiciable, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Precisado lo anterior, este Juzgador se avocará al estudio del que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el Segundo, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los restantes planteados, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . 

Así las cosas, en el señalado segundo concepto de impugnación, manifestó la parte actora: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“En el presente caso, los actos… reclamados resultan… ilegales en virtud de que no cumplen con los elementos y requisitos de validez del acto administrativo… transgrediendo las garantías de legalidad y seguridad jurídicas… , pues al haberse dejado en dichos actos espacio en blanco para posteriormente llenarse con letra manuscrita el nombre del C. Ejecutor que deberá practicar la diligencia de embargo, el suscrito no tiene la certeza de que la C. Paola P. Valencia haya sido la persona encomendada por autoridad competente para realizar dichos actos…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Para concluir, líneas adelante, pronunciando: “Conforme a lo anterior, debe considerarse NULO el acto administrativo……..en razón que de la lectura del mismo se desprende que durante el momento de su expedición se dejaron los espacios en BLANCO para que un tercero los llenara posteriormente con el nombre del Ministro Ejecutor que practicaría la diligencia...”. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sobre el particular, las autoridades enjuiciadas, en sus contestaciones de demanda, plantearon que tal hecho no le causaba agravio por tratarse de un acto meramente formal que puede ser convalidado por la Directora General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Una vez analizado el mandamiento de embargo impugnado, para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación en estudio; pues en efecto, en dicho documento se aprecian dos tipos de letra, resaltando el hecho de que hay un espacio en blanco, destinado al nombre del Ministro Ejecutor designado para practicar la diligencia de embargo, en el cual se asentó con letra manuscrita el nombre “Paola P. Valencia” (cuyo nombre completo resulta ser Paola Patricia Valencia Cervantes); sin que se acredite que haya sido la persona designada específicamente por la Directora General de Ingresos para realizar dicho acto; lo que contrasta con las letras de impresión del resto de formato del mandamiento; lo que lleva a concluir que no fue la voluntad de dicha autoridad, el designar a la citada Ministro Ejecutor, sino que se emitió el mandamiento en forma genérica y que, posteriormente, fue la propia Ministro Ejecutor la que anotó su nombre en el espacio indicado; lo que vulnera el contenido del artículo 96 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en su primer párrafo, precepto que establece claramente que el Ejecutor será designado por la Tesorería Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .

De lo que se desprende que exclusivamente corresponde al emisor del mandamiento de embargo como autoridad ordenadora, el expresar el nombre de la persona que deba practicar la diligencia de embargo; luego entonces, resulta lógico presumir que si la autoridad competente dicta un mandamiento de ejecución, todos sus elementos, tanto genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra, porque todo proviene de la voluntad decisoria de esa autoridad para ordenar que se practique una diligencia en la que se embarguen bienes propiedad del deudor, para garantizar el interés fiscal de un crédito, señalando al personal facultado para realizarla. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, en el caso concreto, si como se advierte del mandamiento respectivo, en el que se aprecia que el espacio relativo al Ministro Ejecutor designado, aparece lleno con letra manuscrita; resulta que no se encuentra debidamente expresada esa voluntad decisoria de la Directora General de Ingresos; viciando de ilegal tal acto; pues resulta evidente que ese espacio inicialmente dejado en blanco fue llenado posteriormente, presumiblemente por la propia Ejecutora -ciudadana Paola P. Valencia-, quien fue la persona que acudió a realizar la diligencia al domicilio de la parte actora, ubicado en calle Fuerte de Alfaro 303 de la colonia Villa Insurgentes, de esta ciudad; por lo que la circunstancia de que en el mandamiento multireferido se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos -uno que corresponde a sus elementos genéricos y que se encuentra impreso por computadora, y otro al dato específico relacionado con el Ministro Ejecutor designado, lo que se anotó
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con letra manuscrita y sin siquiera poner el nombre completo-, revela que no se cumplió con lo dispuesto en el artículo 137, fracción VIII del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; porque debe ser expedido de conformidad con las formalidades del procedimiento administrativo respectivo, establecidas en el ordenamiento jurídico aplicable, (Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato), entre las que se encuentra, como ya se dijo, que el Ministro Ejecutor que practique la diligencia de embargo, debe ser designado por la Tesorería Municipal; por lo que debe exigirse su pleno acatamiento, así como la demostración por parte de la autoridad, de que efectivamente emitió su acto en los términos de la ley respectiva, sin que se haya demostrado fehacientemente dicha circunstancia; por lo que el mandamiento es ilegal, al tratarse de un machote impreso con espacios en blanco para rellenar con letra manuscrita en el espacio relativo al ejecutor, por lo que tal designación no fue realizada por la autoridad exactora . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por analogía, resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra señala: . 

“REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO EN MATERIA FISCAL. CONTRAVIENE LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA, CUANDO SE TRATE DE UN MACHOTE IMPRESO CON ESPACIOS EN BLANCO PARA RELLENAR CON LETRA MANUSCRITA, O CUANDO SE ADVIERTA DE MANERA NOTORIA QUE LA IMPRESIÓN DEL NOMBRE DEL PERSONAL ACTUANTE ES POSTERIOR A LA ELABORACIÓN DEL DOCUMENTO. Los artículos 151 y 152 del Código Fiscal de la Federación establecen que las autoridades fiscales se encuentran facultadas para hacer efectivos los créditos a favor del fisco, a través del procedimiento administrativo de ejecución, el cual debe satisfacer, además de los requisitos mencionados en dichos artículos, las exigencias contenidas en los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 38 del referido código. En ese sentido, la existencia de un mandamiento de requerimiento de pago y embargo con dos tipos de letra notoriamente distintos, referidos unos a los elementos genéricos y otros a la designación del ejecutor para llevar a cabo la diligencia respectiva, por sí sola no acredita que haya sido formulado en parte por la autoridad competente para emitir la orden (los elementos genéricos), y en otra por la autoridad actuante (los relativos a su designación), ni tampoco evidencia fehacientemente que se hayan cumplido tales requisitos constitucionales y legales, pues tratándose de una garantía individual debe exigirse su exacto acatamiento. En consecuencia, cuando se trate de un machote impreso con espacios en blanco para rellenar con letra manuscrita, o cuando se advierta de manera notoria que la impresión del nombre del personal actuante es posterior a la elaboración del documento, lleva a concluir que dicha designación no fue realizada por la autoridad exactora, la única competente para realizar dicho nombramiento, atento a lo dispuesto en el indicado artículo 152.” Contradicción de tesis 10/2004-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 16 de abril de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolores Omaña Ramírez. Novena Época. Registro: 181458. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XIX, Mayo de 2004. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a./J. 48/2004. Página:   592. Tesis de jurisprudencia 48/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de abril de dos mil cuatro. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al demostrarse que el mandamiento de embargo se emitió sin respetar lo establecido en el artículo 96 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; trae aparejada la actualización de una omisión de los requisitos formales, la que estriba precisamente, en la exteriorización de la voluntad del órgano administrativo; ello en razón de que la designación del personal actuante, debe provenir del propio titular de la dependencia y así constar en el documento; ilegalidad que trasciende a los posteriores actos realizados, como es el embargo practicado el día 23 veintitrés de marzo del 2011 dos mil once, la que indudablemente afecta las defensas del particular, al embargarse un inmueble de su propiedad . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anterior, al resultar fundado el concepto de impugnación en estudio; con sustento en lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total del mandamiento de embargo número de crédito 1002227 (uno-cero-cero-dos-dos-dos-siete); de fecha 10 diez de marzo del 2011 dos mil once; por un monto de $10,196.78 (Diez mil ciento noventa y seis pesos 78/100 moneda nacional); y, por ende, también la nulidad total del acta de embargo practicada el día 23 veintitrés de marzo del mismo año, por la Ministro Ejecutor de nombre Paola Patricia Valencia Cervantes, al tener su sustento y ser consecuencia del mandamiento emitido de manera ilegal, debiendo, en consecuencia, la Dirección General de Ingresos, levantar el embargo trabado sobre el inmueble marcado con el número 303 trescientos tres, de la calle Fuerte de Alfaro, colonia Villa Insurgentes de esta ciudad, de lo que deberá informar a este Juzgado dentro de los 15 quince días siguientes a que cause ejecutoria la presente sentencia, acompañando las constancias que así lo acrediten . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEPTIMO.- En virtud de que el segundo concepto de impugnación analizado resultó suficiente para declarar la ilegalidad y en consecuencia la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que ello no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. 
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Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción VI, 262, fracción II,  287, 298, 299, 300, fracción II; y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso, en cuanto a los actos de ejecución que deriven del mandamiento de embargo de fecha 10 diez de marzo de 2011 dos mil once y del acta de embargo fechada el día 23 veintitrés del mismo mes y año; atento a lo razonado en el Considerando Quinto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto, respecto del mandamiento y acta de embargo impugnados, antes mencionados.

CUARTO.- Se decreta la nulidad total del mandamiento de embargo número de crédito 1002227 (uno-cero-cero-dos-dos-dos-siete); de fecha 10 diez de marzo del 2011 dos mil once; por el monto de $10,196.78 (Diez mil ciento noventa y seis pesos 78/100 Moneda Nacional); y por ende, también la nulidad total del acta de embargo practicada el día 23 veintitrés de marzo del mismo año, por la Ministro Ejecutor de nombre Paola Patricia Valencia Cervantes; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas y en los términos contenidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

